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Urna. Sr. Subsecretario.

lImo. Sr. Subsecretario.
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II

El día 23 de agosto de 1978, en escntura pública otorgada ante don
Luis Oliver Sacristán, Notario de Marbella. don Manuel Acedo-Rico y
Semprun .adquirió por compra a ·«Banús Andalucía La Nueva, Sociedad
AnónimID>, el apartamento número 302, situado en la planta tercera del
edificio conocido por la casa «B», Pueblo Residencial Club «Playa del
Duque», enclavado en la supermanzana A de la finca «Nueva Andalu­
cía», término municipal de Marbel1a. Dicha escritura se inscribió en el
Registro de la Propiedad número 3 de los de Marbella el dia 14 de
noviembre de 1978. dando lugar 'l la inscripción tercera de la finca
registral número 8.819·8. '

«Banús Andalucia La Nueva. Sociedad Anónima», segregó cuatro
parcelas de la finca registral número 10.230, que juntamente con el resto
de la matriz vendió al «Banco de Finanzas, Sociedad Anónima», en
escritura pública otorgada el día 31 de enero de 1979, ante e[ Notario de
Madrid don Juan Morán Cuñado. En la referida escritura el transmi­
tente declara que el resto de la finca matriz se destina a jardín central
del conjunto residencial «Club Playa del Duque»; y, asimismo, se
establece lo siguiente: «Cuarta.-La parte compradora, por medio de la
presente, se obliga a respetar los derechos reservados a favor de los
compradores de apartamentos de Residencial Club "Playa del Duque",
pueblo 1, casas A y B, a la propiedad Sociedad vendedora, para adquirir
la partiópación indivisa correspondiente en la parcela resto, descrita en
el apartado dispositivo T, obligándose la parte hoy compradora a su vez
en transmitirles en su día dicha participación.)-> «Quinta.-La parte
compradora se compromete y obliga a no alterar .linderos, superficie y
destino dado a la parcela indicada como jardín central de Residencial
Club «Playa del Duque», que es la finca resto descrita en el dispositivo
I de esta escritura, cuya superficie como se cita es de 16.457 metros 5
decímetros cuadrados. Igualmente, la parte compradora se compromete
a que las fincas que adquiere han de formar parte de la Comunidad
General de la Ciudad Parque de Turismo de "Andalucia La Nueva", o
ente urbanístico que se constituya sometiéndose a su normativa,
obligando a los adquirentes futuros a la que en su momento pueda
establecerse para la regulación del régimen general de propietarios de la
referida urbanización, obligándose igualmente a formar parte del ente
que se constituya o asociación de comunidades de propietarios que se
establecerá en cada una de las supermanzanas de que forman parte las
descritas, para el mantenimiento de los servicios urbanísticos. con los
derechos y obligaciones que determinen y el Reglamento que aprueben
en su día las autoridades urbanísticas competentes.»

Presentada la escritL.ra en el Registro se inscribió dicho resto a favor
del «Banco de Finanzas, Sociedad Anónirna», en pleno dominio y libre
de cargas, pero no se tomó razón de las estipulaciones antes transcritas.
constituyéndose la inscripción segunda de la finca registral lO.230, de
fecha 15 de octubre de 1979.

Posteriormente, el «Banco de Finanzas, Sociedad Anónima», vendió
la finca referida a la Entidad «Pyomar, Sociedad AnónimID>, en escritura
pública otorgada el dia 20 de diciembre de 1983, ante el Notario de
Madrid don Juan Vallet de Goitysolo, que determinó la inscripción
tercera de la finca registra} citada. en la ~ue t~mpoco se hizo constar las
reglas comprendidas en las cláusulas 4. y 5.a antes mencionadas.

Manuel Acedo-Rico y Semprún, contra la negativa del Registrador de la
Propiedad numero 3 de Marbel1a, a rectificar determinadas inscripcio­
nes de una finca, en virtud de apelación del señor Registrador.

HECHOS

El dia 21 de marzo de 1988, don Manuel Acedo-Rico y Semprún
presentó en el Registro de la Propiedad numero 3 de los de Marbella un
escrito junto con el testimonio de la escritura de 31 de enero de 1979,
en el que solicita la rectificación de las inscripciones l.a y 3.a de la finca
registral 10.230, a fin de recoger las citadas estipulaciones, que fue
calificado con la siguiente nota: «No procede la rectificación solicitada
en el anterior escrito pOI los SigUIentes motivos: 1. Por el carácter
personal de las cláusulas cuya registración se pretende (artículo 2 de la
Ley Hipotecaria y concordantcs de la misma Ley y Reglamento). 2. Por
aparecer inscrita la finca a nombre de '·Pyomar. Sociedad Anónima",
por lo que la rectificación precisaria el consentimiento del titular

Otras disposiciones111.
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ORDEN de 19 de enero de 1990 por la que se manda
expedir, sin perjuicio de tercero de mejor derecho, Real
Carla de Sucesión en el li/lllo de Conde de Gabarda. afavor
de don Joaquin Carero y Garáa·Rivero.

De conformidad con 10 prevenido en el Real Decreto de 27 de mayo
de 1912. este Ministerio, en nombre de S. M. el Rey (q. D. g.), ha tenido
a bien disponer que, previo pago del impuesto correspondiente, se
expida, sin perjuicio de tercero de mejor derecho, Real Carta de
Sucesión en el título de Conde de Gabarda. a favor de don Joaquin
Cayera y García-Rivero, por fallecimiento de su padre, don Jorge
Cayera y Cayera.
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MUG[eA HERZOG

Ilmo. Sr. Subsecretario.

MUGICA HERZOG

Madnd, 19 de enero de 1990.

ORDEN de 19 de enero de 1990 por la que se manda
expedir, sin perjuicio de tercero de mejor derecho, Real
Carta de Sucesión en el ({tulo de ;\Iarqués de Caro, afavor
de don Luis GarClá·Caro y Garda de Leonardo.

De conformidad con [o prevenido en el Real Decreto de 27 de mayo
de 19[2, este Ministerio, en nombre de S. M. el Rey (q. D. g.), ha tenido
a bien disponer que, previo pago del impuesto correspondiente, se
expida, sin perjuicio de tercero de mejor derecho, Real Carta de
Sucesión en el título de, Marqués de Caro, a favor de don Luis García­
Caro y García de Leonardo, por fallecimiento de su padre, don Luis
García-Caro y Escardo.

Madrid, 19 de enero de 199U.

MUG[CA HERZOG

MINISTERIO DE JUSTICIA

Madrid, 19 de enero de 1990.

ORDEN de 19 de enero de 1990 por la que se manda
expedir, sin perjuicio de tercero de rnejur derecho, Real
Carta de Sucesión, en e/ululo de _Harqués de Casa Brusi,
a fa\'or de don Miguel Callals y Elias.

De conformidad con lo prevenido en el Real Decreto de 27 de mayo
de 1912, este Minislerio, en nombre de S M. el Rey (q. D. g.), ha tenido
a bien disponer que, previo pago del impuesto correspondiente, se
expida, sin perjuicio de tercero de mejor derecho. Real Carta de
Sucesión en el titulo de Marqués de Casa BrusL a favor de don Miguel
Canals y Elias, por fallecimiento de don Juan Antonio Elias y Brusi.

RESOLUC10N de 16 de enero de 1990. de la Dirección
General de los Registros y del Notariado. en el recurso
gubernativo interpuesto por el Procurador de los Tribunales
don Carlos Alameda Ureña, en nombre de don Afanuel
Acedo-Rico y Sempron. contra la negativa del Registrador
de la Propiedad de Marbel/a a rectificar determinadas
inscripciones de una finca.

Excmo. señor: En el recurso gubernativo interpuesto por el Procura­
dor de los Tribunales don Carlos Alameda Urena. en nombre de don
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registral o en su defecto resolución judicial, de conformidad con lo
prevenido en el artículo 40, a) y d), de la Ley Hipotecaria y concordantes
de su Reglamento.-Marbdla a 15 de abril de 1988.-Firma ilegible.»

III

Don Carlos Alameda Ureña, en nombre y representación de don
Manuel Acedo-Rico y Semprún, interpuso recurso gubernativo contra la
anterior calificación, y alegó: 1. En cuanto al primer defecto de la nota
de calificación: Que se considera que en la escritura de 31 de enero de
1979 se configura una autentica regulación de la comunidad existente en
la ciudad Parque de Turismo «Andalucía La Nueva», y que, además, es
precisamente en el folio de la finca matriz donde esta regulación debe
insertarse en primer lugar. Que para pedir la inscripción de las cláusulas
de referencia se invoca el artículo 5.° de la Ley de Propiedad Horizontal,
siendo esta Ley la que impone el acceso al Registro de todo este
conjunto de normas de constitución y ejercicio de un derecho sobre
zonas comunes, cuya existencia, como tal, perjudicará a terceros con la
inscripción, y no tiene nada que ver para impedir la misma cual sea la
naturaleza jurídica concreta de cada derecho u obligación contenida en
ese Estatuto privativo. Que no existen limitaciones técnicas para la
libertad de creación del articulo 1.255 del Código Civil, reconocida
también en el articulo 396, párrafo ultimo del mismo cuerpo legal. Que
se ha cumplido lo establecido en el artículo 3 de la Ley Hipotecaria. Que
la normativa de la Propiedad Horizontal se aplica sin ningún problema
a los supuestos de varios edificios construidos sobre un terreno tioico.
Que, conforme a la Resolución de la Dirección General de los Registros
y del Notariado de 2 de abril de 1980, carece de sentido negarse a
admitir que en el folio general del conjunto figure la regulación de las
zonas comunes de aquél. Que en apoyo de lo anterior hay que citar,
además de la anterior, la Resolución de 19 de noviembre de 1974. Que
en el caso que se contempla se ha otorgado la regulación de la propiedad
horizontal por el propietario vendedor en el momento de la venta de la
finca matriz y no se contradice con el artículo 5, párrafos tercero y
cuarto, en relación con el 16, primero de la Ley de Propiedad
Horizontal, ya que aquí se ha cumplido la exigencia de unanimidad
porque «Banús Andalucia;t-a· Nueva, Sociedad Anónima», era la única
titular registral de la propiedad en el momento de la venta. Se trata del
supuesto normal en que son las mismas Entidades constructoras­
vendedoras de las vivienda.s las que establecen esas regulaciones de la
propiedad que después aceptan los compradores. Que como argumentos
complementarios se añaden los siguientes: 1.0 Que en este mundo
cambiante de la propiedad horizontal y de las unidades urbanísticas no
puede olvidarse que el articulo 3.1 del Código Civil nos obliga a
interpretar las nonnas en relación con la realidad social del tiempo en
que han de ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espíritu y
finalidad. En este punto cabe citar las Resoluciones de 2 de abril de 1980
y 18 de mayo de 1983, la sentencia del Tribunal Supremo de 27 de abril
de 1984 y el auto de la Sala Segunda del Tribunal Supremo de 31 de
octubre de 1980. 2.° Que, conforme al artículo 47 de la Constitución
Española se necesita la colaboración de los poderes publicas, a que dicho
precepto alude, para que el derecho a disfrutar de una vivienda digna y
adecuada incluya también un acceso mínimo de la realidad jurídica que
envuelve su vivienda al Registro de la Propiedad. Y 3.° Que el
artículo 9 de la citada Constitución garantiza al ciudadano la seguridad
jurídica que en los derechos sobre los inmuebles y en el tráfico jurídico
exige que el Registro pueda procurar la publicidad adecuada del
dominio y de las diversas situaciones jurídicas de los bienes inmuebles.
y asi se expresa la Resolución de 12 de enero de 1984. Il. En lo referente
al segundo punto de la nota de calificación.-Que se considera que no
puede aceptarse la argumentación del señor Registrador. Precisamente el
caso que se contempla es un supuesto típico de aplicación del procedi­
miento de rectificación del Registro. y es indudable que el recurrente
puede pedir dicha rectificación, a tenor del artículo 40, párrafo primero,
de la Ley Hipotecaria, al resultar lesionado por el asiento inexacto, y
segun dicho articulo, norma a). En este punto hay que destacar la
Resolución de 23 de enero de 1975. Que la omisión de una serie de
cláusulas reguladoras de una situación de zonas comunes en un conjunto
de edificios con sus zonas ajardinadas, da lugar a la nueva presentación
del título correspondiente. y como dice la Resolución de 23 de enero
de 1985, cabe que el Registrador acceda a la inscripción o que no acceda
«en cuyo supuesto podrá la interesada, de acuerdo con el artículo 112
del Reglamento Hipotecario. interponer el correspondiente, recurso
gubernativo», trámites ambos que se han efectuaqo. Que procede la
toma de razón del título correspondiente y admitIrse la rectificación
solicitada. Que los otros procedimientos que establece el artículo 40, a),
de la Ley Hipotecaria son de carácter simplemente enunciativo, y, por
tanto, hay que señalar lo que establece la Resolución de 24 de enero
de 1963, que «el interesado puede elegir indistinta y libremente el que
crea más adecuado», y el señor Registrador no puede privar de utilizar
el medio de rectificación escogido, que en este caso es el de toma de
razón. Que como no se da nin~una de las causas del articulo 40, d), de
la Ley Hipotecaria. basta que lOste la inscripción el titular del derecho
que no lo tenga inscrito (Resolución de 14 de marzo de 1975) ya que
el caso que se estudia se refiere a la causa del apartado a) de dicho
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artículo, y. por tanto, la rectificación del Registro puede hacerse, sm
lugar a duda, mediante la presentación del título como se ha solicitado.
Que se pide además del acceso de las cláusulas referidad en el folio
registral de la finca matriz. Que se extiendan las oportunas inscripciones
concisas en el folio registral del edificio y en el propio de la vivienda de
mi mandante, todo ello en aplicación de lo establecido en el artículo 8.4,
de la Ley Hipotecaria, de la jurisprudencia de los Tribunales y del
contenido de las Resoluciones de (a Dirección General de los Registros
y del Notariado.

IV

El Registrador de la Propiedad, en defensa de su nota. informó: 1.
Improcedencia del recurso. Que la nota de calificación contra la que se
recurre no aparece extendida al pie del documento, requisito formal
imprescindible para la admisión del recurso, de conformidad con la
reiterada doctrina de la Dirección General, exigencia tanto más clara a
la vista de los actuales articulas 429 y 434 in fine del Reglamento
Hipotecario. II. Falta de legitimación del recurrente. Que, a efectos
legales, la representación de la comunidad, en juicio y fuera de él.
corresponde a su Presidente (articulo 12 de la Ley de Propiedad
Horizontal), y es completamente anómalo perseguir, a través del recurso
gubernativo, declaraciones del recurso gubernativo, declaraciones juri­
dico-materiales que puedan afectar a las propias partes del negocio
(comuneros) sin su más mínima intervención, hasta el punto que, de
acuerdo con el articulo 66 de la Ley Hipotecaria y /O 1 de su Regla­
mento, parece más procedente el llamado recurso judicial que el
intentado, y IIJ. En el supuesto que no Se estimen las excepciones
alegadas bajo los apartados anteriores. Que se argumenta lo siguiente: l°
Que no puede hablarse de normas estatutarias o reguladoras de la
propiedad horizontal cuando realmente las partes no consideran la
existencia actual de dicha propiedad sino que una de las partes (la
vendedora) no establece una norma de sujeción objetiva a una posible
organización comunitaria, sino que procura que la otra (compradora)
cumpla unos determinados compromisos, sin que ella. por su parte.
quede sujeta a la misma obligación o, en definitiva, a· una norma de
inexcusable cumplimiento erga omnes, y es que no puede hablarse de
Estatutos sin previa o simultánea constitución del Régimen de Propie w

dad Horizontal, como reconoce el articulo 5 de la Ley de Propiedad
Horizontal, al considerar los Estatutos como formando parte del título
constitutivo, y por amplia que sea la interpretación en este aspecto, no
procede llegar a admitir Estatutos respecto a propiedades horizontales o
comunidades ni siquiera proyectadas en su mismo aspecto juridico y
sólo posibles en un devenir urbanístico imprevisible en el momento de
otorgamiento del título. Que, aun admitiendo la posible comunidad de
propietarios, el propio recurrente se contradice al admitir la necesidad
de unammidad en la aprobación de la regla de los Estatutos (articulo 16
de la Ley de 1960), alegando erróneamente que «Banús Andalucía La
Nueva, Sociedad Anónima», es la única titular registral de la propiedad,
cuando de la propia documentación publica aportada por aquél y de la
simple cotl'Sulta de los libreos del Registro, resulta que "la adquisición del
apartamento tuvo lugar con fecha 23 de agosto de 1978, mientras que
la venta y supuesta reglamentación comunitaria tuvo lugar el dia 31 de
enero de 1979. Que en cuanto a la cláusula cuarta parece excesivo su
consideración como norma estatutaria, puesto que aparece contemplada
desde el lado pasivo de la compradora. Que tampoco puede hablarse de
Estatutos sin el" cumplimiento de las vigentes formas previstas en el
articulo 5 de la Ley de Propiedad Horizontal, en relación con el
articulo 9 de la Ley Hipotecaria y SI de su Reglamento. Que, en
definitiva, se trata de cláusulas obligacionales como resulta de todo el
contexto negocial, conforme con el tenor literal de dichas cláusulas, en
aplicación de los preceptos legales de interpretación de los contratos,
contenidas en los artículos 1.281 y siguientes del Código Civil. En la
cláusula cuarta se contiene una especie de asunción de deuda por parte
de la Entidad compradora respecto de las obligaciones que corresponden
a la vendedora en relación con unos derechos de los compradores en las
casas A y B. que sólo figuran en documento privado; y en la cláusula
quinta se establecen obligaciones y compromisos respecto de facultades
que juI1dicamente podrían incluirse entre las dispositivas cuyo carácter
obli~aclonal impide~ su registración. sin. perjuicio del cierre total dd
RegIstro, en cualqUIer caso, por aphcaclOn del artículo 26 de la Ley
Hipotecaria. Por todo lo cual. las c1áusul~s obligacionales quedan fuera
del Registro de conformidad con los pnncipios generales del sistema
hipotecario recogidos, entre otros, en los artículos 2 y 98 de la Ley
Hipotecaria y concordantes de su Reglamento, y 2.0 Que el segundo de
los defectos alegados tiene el apoyo legal en el artículo 40 de la Ley
Hipotecana, de tal manera que de considerar las obligaciones discutidas
como una relación jurídica inmobiliaria de acceso «retrasado» al
Registro, la existencia de un nuevo titular impide su registración, por
aplicación de los principios de legitimación, fe pública y tracto sucesi va,
recogidos en los articulas 32. 34 y 20 de la Ley Hipotecaria y
concordantes de S11 Reglamento; y si se entiende que la rectificación
procede por defecto del titulo por no especificar suficientemente el
carácter jurídico real de las cláusulas discutidas, se precisa el consenti­
miento del titular registraL Que el recurrente alega en apoyo de su tesis
el mismo artículo 40, a), de la Ley Hipotecaria, olvidando el inciso «si
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hubiere lugar a ellm>, que se refiere a la procedencia de la registración
de la relación jurídico-inmobiliaria como consecuencia de la falta de
registración en su momento oportuno. citándose con respecto a este
punto el artículo 20 de la Ley Hipotecaria.

v

El Presidente de la Audiencia Territorial de Granada revocó la nota
del Registrador desestimando los defectos de «imprudencia de recurso»
y «falta de legitimación del recurrente», y fundándose en que el valor de
las cláusulas contenidas en los títulos transmitivos. aunque no tengan
carácter socialmente estatutario, son situaciones comunitarias y de
copropiedad que deben tener adecuado acceso al Registro de la
Propiedad (Resoluciones de 1 de abril de 1981 y 18 de enero de 1983).
constituyendo beneficio para todos los propietarios. En el juego de
fechas hay que distinguir entre apartamento y zonas comunes, que
figuran en las escrituras públicas de enajenación y zonas generales en las
que «Banús Andalucía La Nueva. Sociedad Anónima», aparece como
única titular de estas zonas, pudiendo siempre los interesados -compra­
dores de las casas A y B- alegar posibles obstáculos invalidantes. del
titulo por las vías que les otorga el artículo 66 de la Ley HIpotecana, y
en Que se considera que se está en un supuesto superior a las llamadas
cláusulas simplemente obligacionales, sin que pueda establecerse una
línea divisoria entre lo real y lo personal, sirviendo la publicidad
registral de eficacia erga omnes y extendiendo el ampart? propio del
Registro de la Propiedad al plano de las zonas generales, ahando pactos.
reales y demás acuerdos; se ha dicho que son deberes y limitaciones que
funcionan propter rem, solicitándose por ende la rectificación registral a
la vista de los. apartados a) y b) del artícJlo 40 de la Ley Hipotecaria.
tomándose razón del titulo correspondiente.

VI

El señor Registrador apeló el auto presidencial, manteniéndose en
sus alegaciones, y añadió que en lo referente al carácter obligacional de
las cláusulas, el auto presidencial contiene afirmaciones excesivas, ya
que la linea divisoria de lo personal y lo real. por dificil que resulte
trazarla, es el eje fundamental del Registro, que éste jamás podrá dotar
de trascendencia erga omnes a pactos u obligaciones que no cabe
calificar más allá de su propia configuración. Que descartando, por
tanto, el carácter estatutario de los pactos contenidos en los títulos cuya
registración se pretende, de su simple lectura y terminología resulta que
pertenecen al ámbito de la relación negocial persona a persona, sin
trascendencia respecto a terceros. Que la finca vendida por «Banús
Andalucía La Nueva, Sociedad AnónimID>, más bien constituye una
especie de patrimonio de destino o modal, cuya titularidad es negocia­
ble, independientemente del destino asignado que se mantendrá invaria­
ble, situación jurídica que, sobre todo a efectos de registrales, difiere
esencialmente de la consideración de elemento común y como tal
innegociable separadamente de la propiedad privativa a que perter:ece.
Que se entiende que la referida cláusula cuarta recuerda una dIfusa
promesa de venta de participacán indivisa de la finca. sin determinación
cierta de sus elementos esenciales, cuantia y precio, entre otros, y la
cláusula quinta encaja dentro del ámbito genérico de las obligaciones y
prohibiciones de disponer, conteniendo además una etérea obligación
futura. cuyo contenido, además de su carácter obligacional, se muestra
incompatible con los principios de especialidad o determinación caracte­
risticos de nuestro ordenamiento hipotecario. Que, por último, la
registración de las cláusulas referidas encuentra un obstáculo insalvable
en los principios hipotecarios, de legitimación. fe pública y tracto
sucesivo. recogidos en los artículos 32, 34 y 20 de la Ley Hipotecaria y
concordantes de su Reglamento. La aparición de un tercero adquirente
de la finca, cuya transmisión propició el establecimiento de las cláusulas
discutidas, impide la registración de cualquier relación jurídica inmobi­
liaria de acceso «retrasado» al Registro, por aplicación de lo dispuesto
en el artículo 40, a) y d), de la Ley Hipotecaria, y se manifiesta que son
improcedentes los asientos que el auto presidencial considera que deben
practicarse.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Vistos los articulas 12 de la Ley de Propiedad Horizontal. 1.0, 6.°. 17,
20, 38 y 40 de la Ley Hipotecaria. y 112. 1.0. del Reglamento
Hipotecario; las sentencias de 30 de abril de 1975 y 14 de abril de 1983,
y la Resolución de 6 de marzo de 1981.

1. En primer lugar, y contra lo que opone el Registrador en su
recurso contra el auto del Presidente de la Audiencia Territorial, el que
la nota impugnada no se extendiera al pie del documento inscribible no
ha de ser obstáculo para la admisión del recurso del particular; como ya
declara la Resolución de 16 de mayo de 1989. siempre que no haya duda
sobre la autenticidad de la calificación que se impugna-autenticidad
que no ha sido puesta en entredicho por el Registrador en su informe-,
las exigencias del principio de economía procesal imponen que sobre
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proceder a la J}lasmación formal de la cal~ficaci6n en los términos en que
la Ley exige. se estime que el recurso ha SIdo oportunamente interpuesto.

2. También debe recharzarse la invocación por el Registrador de la
falta de legitimadón del particular recurrente por entender que en las
cuestiones comunitarias el legitimado para recurrir lo es el Presidente de
la Comunidad. Los amplios términos con que se delimita legalmente la
legitimación para entablarel recurso gubernativo (c~mfróntesearticulo 6,
en especial su letra c), de la Ley Hipotecaria y 112, 1.0. del Reglamento
Hipotecario) permiten entender que cada uno de los proplt:tano~ ,goza
de esta ligitimación. Por una parte, las cláusulas cuya regIstraclon se
prete'nde, en especial la cuarta. no se producen globalmente a favo.r de
la comunidad sino en beneficio individual de cada uno de los propIeta­
rios de los apartamentos interesados. Pero, además, y según reiterada
jurisprudencia. -la legitimación que la Ley concede al Presidente no. es
obstáculo para considerar, también, que cada condueño está tambIén
legitimado para la defensa de los elementos ~comunes.

3. Resueltas las cuestiones previas. y para entrar en la cuestión de
fondo conviene señalar que el supuesto de hecho que da origen al
prese~te recurso viene definido por las siguientes circunstancias:

a) De la finca registral 10.230, que pertenece a «Banús Andalucía
La Nueva, Sociedad Anónima», en pleno dominio y libre de cargas ~e

segregan cuatro nuevas fincas que juntamente con el. resto de la n:atnz
son objeto de venta en favor de «Banco de Fmanzas, Soc.Iedad
Anónima». En la escritura por la que se documentan ambas operaclOnes,
el transmitente, con carácter previo a la enajenación. de!=lara que,el res.to
de la finca matriz se destina a jardín central del conjunto reSIdenCIal
Club «Playa del Duque»; asimismo, ep las estipulaciones cuarta y quinta
de la venta el comprador se comprDmete: 1) A respetar .los ~erechos
reservados a los propietarios de los apartamentos de ReSidenCIal Club
«Playa del Duque», pueblo 1, casas. A y B, para adqumr la partlclpaclOn
indivisa correspondiente; 2) A transmitirles en su día dicha participa­
ción; 3) A no alterar linderos, super1icie 't destino dado a la parcela
indicada como Jardin Central de ReSIdenCial Club (,Playa del Duque»,
que es la finca resto descrita en el dispositivo [ de esta escritura, y cuya
superficie, como se cita, es de 16.457 metros 5 decímetros cuadrado~; 4)
A que las fincas que adquiere han de formar parte de la Comumdad
General de la Ciudad Parque de Turismo ,<Andalucía La Nueva>" o ente
urbanístico que se constituya sometiéndose a su normativa, obligando
a los adquirentes futuros a la que en su momento pueda establecer para
la regulación del régimen general de propietarios de la referida urbaniza­
ción, obligándose igualmente a formar parte del ente que se constltuya
O asociación de comunidades de propietarios que se establecerá a cada
una de las supermanzanas de que forman parte las descritas, par~ el
mantenimiento de los servicios urbanísticos, con los derechos y obliga­
ciones que determinen y el reglamento que apruebe en su día las
autoridades urbanísticas competentes,

b) Presentada esta escritura en el Registro, se inscribe dicho resto
-de la finca registral 10.230 en favor de «Banco de Finanzas, Sociedad
Anónima», en pleno dominio y libre de cargas y omitiendo toda
referencia a las cláusulas cuana y quinta. En la inscripción -que es la
segunda- se expresa que la finca «se destina a jardín central del conjunto
Residencial Club «Playa del Duque».

c) Segun la inscripción tercera, relativa a ese res~o. de l~ finca
registral 10_230, el mismo pertenece hoy, en pleno dommlO y hbre de
cargas, a un tercero, «Pyomar, Sociedad Anónima», que lo adquirió por
compra al titular registral anterior. .

d) Por el propietario de uno de los apartamentos del conjunto
Residencial Club «Playa del Duque» se pretende ahora la oportuna
rectificación de las inscripciones segunda y tercera de la finca referen­
ciada (con los consiguientes reflejos en los folios relativos al edificio y
vivienda del recurrente), a fin de recoger las antedichas estipulaciones
cuarta y quinta; presenta, al efecto, escrito dirigido al Registrador
acompañado de la copia autorizada de la escritura correspondiente.

e) El Registrador deniega la rectificación solicitada, tanto por el
carácter personal de las cláusulas cuya registración se pretende como por
aparecer la finca inscrita a favor de tercero que no ha prestado su
consentimiento.

4. Cualesquiera que sean la específica naturaleza y el alcance de los
pactos recogidos en las estipulaciones debatidas, a efectos de su
constatación registral, lo cierto es que la finca afectada aparece inscrita
a favor de persona que no intervino en el título en cuya virtud se
pretende la rectificación, lo que, de conformidad con los principios
registrales de legitimación (artículo 38 de la Ley Hipotecaria), tracto
sucesivo (artículo 20 de la Ley Hipotecaria), salvaguardia registral de
los asientos del Registro (artículo 1 de la Ley Hipotecaria) prioridad
(articulo 17 de la Ley Hipotecaria), determina la no inscripción de las
citadas cláusulas en tanto no medie el consentimiento del titular registral
actual o la oportuna resolución judicial recaída en juicio declarativo
ordinario debidamente entablado (artículo 40 de la Ley Hipotecaria),

Esta Dirección ha acordado estimar el recurso interpuesto y, revo­
cando el auto apelado. confirmar la nota del Registrador en cuanto exige
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3. El área de formación profesional ocupacional y fomento de
empleo.-Programación de acciones tbnnativas y de empleo encamina­
das a facilitar la integración laboral de los internos. Las actividades de
este área comprenderán:

a) En el momento del ingreso o acogida: Derechos que les amparan,
características, normativa y actividades del establecimiento, así como
cauces existentes para la obtención de todo tipo de información
adicional y prestaciones.

b) A 10 largo del internamiento: Situación juridica y penitenciaria
propias, alternativas de tratamiento existentes en cada caso, así como
recursos extrapenitenciarios a los que él o sus familiares pueden optar
durante el tiempo de su reclusión.

2. Area educativa.-Realización de cursos presenciales o facilitación
de los medios personales y materiales precisos para el seguimiento de
cursos a distancia, tendentes a proporcionar a todos los internos que lo
deseen la debida fonnación integral de carácter educativo-instrumental,
en igualdad de oportunidades con el resto de los ciudadanos, permitién­
doles la obtención de los correspondientes títulos oficiales, que faciliten
su proceso de integración profesional y social.

Las actividades de este área se ordenan en los tres niveles siguientes:

a) Formación instrumental básica: Impartición de los tres ciclos de
la Formación Permanente de Adultos, de acuerdo con los contenidos
didácticos ajustados a la nonnativa vigente y con la adaptación
metodológica adecuada a las caracteristicas socioculturales de sus
destinatarios.

Realización de programas de recuperación durante los períodos no
escolares. .

b) Enseñanzas medias·: Ampliación de la oferta educativa a los
internos, más allá de los niveles obligatorios, mediante la dotación de la
~nfraestructura precisa y las tutonas presenciales necesarias, para que los
mternos que cursen el Bachillerato Unificado Polivalente o las enseñan­
zas de Formación Profesional reillada (FP 1 Y FP2), puedan hacerlo sin
detrimento derivado de su situación de internamiento.

e) Enseñanza superior: Dotación de las debidas tutorías presencia­
les que faciliten un mejor seguimiento, por parte de los internos
preparados para ello, del curso de acceso universitario o de los de las
diferentes carreras universitarias.

CLAUSULAS

Primera. Objeto del Convenio.-El presente Convenio tiene por
objeto la colaboración entre la C0!Uuni~d Autó~0!lla d.e, Gal~ci~, a
través de las Consellerías de PreSIdenCIa y AdmlmstraclOn Púbhca,
Educación y Ordenación Universitaria, Trabajo y Bienestar Social,
Sanidad y la de Cultura y Deportes, y el Ministerio de Justicia, a través
de su Dirección General de Instituciones Penitenciarias, para consegUIr
los fines que la Constitución Española y las leye~ vigentes establecen
para las penas de privación de libertad, es deCIr, la reeduc::ac~ón y
reinserción social de las personas internadas en los estableCImIentos
penitenciarios dependientes de la Dirección General de Instituciones
Penitenciarias.

Segunda. Ambito de aplicación.-El ámbito del Convenio se circuns­
cribe a la Comunidad Autónoma de Galicia, pudiendo beneficiarse del
mismo todos los internos de los siguientes establecimientos penitencia­
rios:

- La Coruña.
- Lugo-Bonxe.
- Monterroso.
- Orense.

Pontevedra.
Vigo.

Tercera. Areas de accfón.-La colaboración derivada del presente
Convenio comprende las áreas de información, educativa, de formación
profesional ocupacional y fomento de empleo, cultural, de educación
fisico-deportiva, de atención primaria a la salud y de asistencia social.

1. Area de información.-Realización de programas dirigidos a
todos los internos de Centros penitenciarios, que, a través de sesiones
audiovisuales, material documental y gráfico, entrevistas personales y
reuniones grupales. les informen y orienten sobre los siguientes extre­
mos:

a) Cursos de formación profesional ocupacional en las especialida­
des adecuadas, de acuerdo con las caracteristicas de los internos, los
medios disponibles y la oferta de colocación existente en la propia
Comunidad Autónoma.

b} Programas de formación-empleo, dentro del sistema de Escuela­
Taller y Casas de Oficios, con el fin de rehabilitación de edificios y
mejora de la calidad de vida de los ciudadanos, promocionando así la
formación de oficios básicos.

c) Contratación de internos clasificados en tercer grado de trata­
miento, dentro de los programas de fomento de empleo de la Comuni­
dad Autónoma.

RESOLUCION de 18 de enero de 1990. de la Secretaría
General Técnica. por la que se da publicidad al Convenio
de colaboración entre el Ministerio de Justicia y la Comuni­
dad Autónoma de Galicia en materia penitenciaria.

Habiéndose suscrito entre el Ministerio de Justicia y la Comunidad
Autónoma de Galicia un Convenio de colaboración en materia peniten­
ciaria, y en cumplimiento de lo dispuesto en el punto quinto del
Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Política Autonó­
mica de 18 de julio de 1985, sobre Convenios de Cooperación del Estado
con las Comunidades Autónomas, procede la publicación en el «Boletin
Oficial del Estado» de dicho Convenio, que figura como anexo de esta
Resolución.

1. Que la Constitución Española en sus artículos 10 Y 14 reconoce
a los ciudadanos el derecho a la dignidad de la persona, los derechos
fundamentales, de conformidad con la Declaración de los Derechos
Hu~anos, y la igualdad ante la Ley, sin que pueda prevalecer discrimi~
naClOn alguna por razón de nacimiento, sexo, religión, opinión o
cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

Por otra ¡Jarte, el articulo 25.2 de la Constitución establece que las
penas pnvatlvas de hbertad y las medidas de seguridad estarán
onentadas haCIa la reeducación- y reinserción social siendo éste el fin
primordial de las Instituciones Penitenciarias, de acu~rdo con el artículo
1 de la Ley Orgánica General Penitenciaria.

Las Instituciones Penitenciarias tienen igualmente a su cargo, según
este último precepto legal, una labor asistencial y de ayuda para los
mtemos, hberados condicionales y definitivos y familiares de unos y
otros.

2. Que el Estatuto de Autonomía de Galicia reconoce en su artículo
4.° idéntIcos derechos a .los _ciudadanos de su territorio.

3. Que el mismo Estatuto, en sus artículos 27, 31 Y 33, confiere
competencIas a la Comumdad Autónoma de Galicia en materia de
cultura, deporte, asistencia social, enseñanza y sanidad.

4. Que en dichas materi~s ya han sido traspasadas a la Comunidad
Autón0t?-a los correspondientes servicios del Estado, de acuerdo con 10
estableCIdo en su Estatuto de Autonomía.

5. Que el Ministerio de Justicia, a través de la Dirección General
de Instituciones Penitenciarias, persigue el exacto cumplimiento de los
preceptos legales que hacen referencia a la finalidad de estas Institucio­
nes, poniendo en ello. todo su empeño y todos sus medios, tanto
personales como matenales.

. 6. Que la Comunidad Autónoma de Galicia está igualmente
dIspuesta al logro de estos fines y asume su responsabilidad en la
consecución de los mismos. Por 10 cual y a tal propósito, se compromete
a co!a~orar, a traves de sus distintas Consellerías, con el Ministerio de
JustICIa.

7. Que ambas partes aceptan el compromiso común de incrementar
los medios humanos y materiales necesarios para garantizar el mejor
logro de los antedichos fines.

En ~0!1secuencia, la CO~!lnidad Autónoma de Galicia y el Ministerio
de JustICIa acuerdan suscnbtr el presente Convenio de colaboración. de
acuerdo con las siguientes

De una parte, el excelentísimo señor don Fernando Ignacio González
Laxe, Presidente de la Xunta de Galicia.

De otra, el excelentísimo señor don Enrique Múgica Herzog,
Ministro de Justicia.

Ambos en la representación que ostentan y con capacidad legal
sufiCIente para otorgar el presente Convenio,

Lo que se hace público a los efectos oportunos.
Madrid, 18 de enero de 1990.-EI Secretario general Técnico, Fer­

nando Pastor López.

MANIFIESTAN

Convenio de colaboración entre el Ministerio de Justicia y la Comunidad
Autónoma de Galicia en materia penitenciaria

En Santiago a 1 de diciembre de 1989.

REUNIDOS

para la rectificación solicitada el consentimiento del actual titular
registral o, en su defecto, resolución judicial.

Lo que, con devolución del expediente original, comunico a V. E.
para Su conocimiento y efectos.

Madrid, 16 de enero de 1990.-El Director general, José Cándido paz­
Ares Rodriguez.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de la Comuni­
dad Autónoma de Andalucía.


